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Sobre:   
Libelo, Calumnia o 

Difamación  

Panel integrado por su presidente, el Juez Bonilla Ortiz, la Jueza 
Mateu Meléndez y la Jueza Trigo Ferraiuoli1.  

 
Trigo Ferraiuoli, Jueza Ponente.  

 
SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 3 de septiembre de 2026. 

Comparece ante nos la parte apelante, la Sra. Sacha M. Trilla 

Sherwood (Trilla Sherwood o apelante) mediante tres (3) recursos de 

apelación, a saber, TA2025AP00013, TA2025AP00035 y 

TA2025AP001222. En síntesis, la apelante solicita que revoquemos 

dos (2) sentencias parciales3 y una (1) sentencia final4, emitidas por 

el Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior de San Juan (TPI). 

Mediante los referidos dictámenes, el TPI desestimó todas las causas 

de acción instadas por Trilla Sherwood en contra de la parte 

apelada. 

El 18 de julio de 2025, la parte apelada, Consejo de Titulares 

Alturas del Bosque, presentó Alegato en Oposición a Apelación5. La 

 
1 Véase Orden Administrativa OATA-2025-170 en la que se designa a la Jueza 

Trigo Ferraiuoli en sustitución del Juez Hernández Sánchez.  
2 Mediante Resolución emitida los días 30 de junio de 2025 y el 18 de julio de 

2025, se ordenó la consolidación de los recursos, de conformidad con la Orden 
Administrativa Núm. DJ-2019-316, según enmendada por la Orden 

Administrativa Núm. DJ-2019-316A y Orden Administrativa Núm. TA2021-092. 

Véase, Entrada Núm. 4 del recurso TA2025AP00013 en SUMAC TA y Entrada 

Núm. 3 del recurso TA2025AP00122 en SUMAC TA. 
3 Notificadas el 1 de abril de 2025 y el 22 de mayo de 2025, respectivamente. 

Véase, Entradas Núm. 115 y 139 de SUMAC-TPI. 
4 Notificada el 13 de junio de 2025. Véase, Entrada Núm. 140 de SUMAC-TPI. 
5 Entrada Núm. 14 del recurso TA2025AP00013 en SUMAC TA. El 18 de agosto 

de 2025, los apelados, pasados directores de la Junta de Directores del 
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apelada, Marisol Suazo Quiñones (Suazo Quiñones), presentó 

Alegato en Oposición a la Apelación de Sentencia6. El apelado, Sr. 

Benigno Piñeiro Alemán (Piñeiro Alemán) presentó su Alegato en 

Oposición a Apelación, el 18 de agosto de 20257. En esa misma fecha, 

Chubb Insurance Company, FYC Claim, Inc., Luz Márquez Ayala, 

Elsis Rivera Ortiz y Luis R. Sol González también presentaron sus 

respectivos alegatos.8 

Evaluado el recurso y alegatos de las partes, de conformidad 

con el derecho aplicable, y por los fundamentos que expondremos a 

continuación, confirmamos las sentencias apeladas. 

 I. Trasfondo Procesal y Fáctico 

 El 29 de abril de 2024, Trilla Sherwood presentó una 

Demanda9 sobre varias causas de acción en contra de múltiples 

demandados a quienes mencionaremos al reseñar las alegaciones 

vertidas por la apelante.  

 En su demanda, Trilla Sherwood alegó ser la titular del 

Apartamento 2402 del Condominio Alturas del Bosque y que fungió 

como Tesorera del Consejo de Titulares del Condominio Alturas del 

Bosque (Consejo de Titulares) desde el año 2014 hasta el 2020, 

cuando fue elegida Presidenta de la Junta de Directores del Consejo 

de Titulares. La apelante expresó que el 23 de marzo de 2023, 

convocó al Consejo de Titulares a una Asamblea Extraordinaria, a 

celebrarse el 30 de marzo de 2023. En dicha asamblea, se eligió una 

nueva Junta de Directores, cuyos nuevos integrantes fueron los 

siguientes: 

1. Elsis Rivera Ortiz, Presidenta (en adelante Elsis 
Rivera) 

 
Condominio Alturas del Bosque, Luis Percy Figueroa, Ángel Moraza Santiago, 

Carlos Vellón Correa y Glory Franco Yambó, presentaron Moción Informativa a 
Sobre Unión en Cuanto al Alegato Sometido por el Consejo de Titulares Alturas del 
Bosque (Entrada Núm. 17 SUMAC TA). 
6 Entrada Núm. 15 del recurso TA2025AP00013 en SUMAC TA. 
7 Entrada Núm. 16 SUMAC TA.  
8 Véase, entradas 18 a la 20 de SUMAC TA.  
9 Véase, Entrada Núm. 1 de SUMAC-TPI. 
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2. Luis Percy Figueroa, Tesorero (en adelante Percy 
Figueroa) 

3. Ángel Moraza Santiago, Secretario (en adelante 
Moraza Santiago) 

4. Carlos Vellón Correa, Vocal (en adelante Vellón 
Correa) 

5. Glory Franco Yambó, Vocal (en adelante Franco 

Yambó) 
 

Trilla Sherwood esgrimió que, en su función como presidenta 

saliente y como parte del proceso de transición entre la junta 

saliente y la entrante, hizo entrega de todos los documentos 

relacionados a la administración, asuntos financieros y contabilidad 

del Condominio, así como evidencia acreditativa de unos reembolsos 

pagados a su favor y a favor de otros miembros de la pasada Junta 

de Directores por gastos incurridos en beneficio y a favor del Consejo 

de Titulares. Especificó que Elsis Rivera acusó recibo de estos y que 

Percy Figueroa estuvo presente, por lo cual tenía conocimiento.  

La apelante expuso que, para el 25 de mayo de 2023, el 

Consejo de Titulares, a través de su Presidenta Elsis Rivera y demás 

miembros de la Junta de Directores, instaron una reclamación bajo 

la cubierta de commercial crime a la compañía de seguros CHUBB 

Insurance Company of Puerto Rico (en adelante Chubb)10. Trilla 

Sherwood explicó que el 23 de junio de 2023, recibió una llamada 

del Centro de Investigaciones Criminales (CIC) de San Juan, como 

parte de una investigación en curso. 

Conforme alegado por la apelante, el 22 de agosto de 2023, 

Elsis Rivera remitió un comunicado a todos los miembros del 

Consejo de Titulares para informarles que un pasado miembro de la 

Junta de Directores había realizado una serie de movimientos 

altamente cuestionables y que, como consecuencia de ello, 

presentaron una reclamación a la aseguradora del condominio por 

la suma de $9,730.21. Trilla Sherwood esgrimió que con tal de que 

 
10 Reclamación número 804176241. 
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la reclamación a la aseguradora se adjudicara a su favor, Elsis 

Rivera proveyó información incompleta y falsa.  

También añadió que Chubb asignó el caso a la firma de 

ajustadores independientes FYC In Claim, Inc. (FYC Claim) y su 

ajustadora, la Sra. Luz Márquez Ayala (Márquez Ayala), quien 

recomendó a la aseguradora pagar la reclamación, emitiéndose así 

un pago por $7,230.21. Sobre el particular, Trilla Sherwood señaló 

que FYC Claim, Márquez Ayala y Chubb no la entrevistaron a ella o 

al contable del Condominio con el fin de obtener documentación e 

información sobre el tiempo que estos ocuparon cargos en la Junta 

de Directores. Trilla Sherwood esgrimió que intentó comunicarse 

con Chubb para informarles que el pago de la reclamación era 

improcedente, porque ella no había cometido acto delictivo 

constitutivo de fraude o deshonestidad que cubriera la póliza, pero 

que dicha gestión resultó infructuosa. 

Por otra parte, la apelante indicó que fue citada a comparecer 

el 7 de septiembre de 2023 ante el CIC, donde acudió acompañada 

del Lcdo. José Roselló Rivera (licenciado Roselló Rivera) y el Lcdo. 

Juan Jiménez Plaza (licenciado Jiménez Plaza). En la cita, le 

informaron que el Consejo de Titulares, por conducto de Percy 

Figueroa, había presentado una denuncia en su contra por 

apropiación ilegal de fondos pertenecientes al Consejo de Titulares.  

Añadió que, el 21 de septiembre de 2023, el licenciado Roselló Rivera 

le hizo entrega al Agente Couvertier de la prueba que demostraba 

que la apelante no había cometido delito alguno y que esta era 

víctima de una persecución maliciosa de los demandados. Expresó 

que, luego de llevarse a cabo la investigación, el CIC procedió a 

cerrar la misma por entender que no se había cometido delito. 

Expuso que, el 18 de noviembre de 2023 se celebró una 

asamblea extraordinaria del Consejo de Titulares y que, como parte 

de los temas discutidos, se abordó el tema de la recuperación de los 
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fondos de los cuales Trilla Sherwood supuestamente se había 

apropiado ilegalmente. La apelante alegó que en la asamblea se 

expresó que Chubb determinó que se había cometido fraude y que, 

por ende, emitió el pago bajo la póliza de fraude y deshonestidad. 

Añadió que, durante la asamblea, se le circuló a los titulares del 

Condominio un informe preparado por Percy Figueroa en el que se 

expresaba el alegado fraude cometido por ella. También alegó que, 

el 21 de diciembre de 2023, su representante legal, el licenciado 

Jiménez Plaza le cursó una comunicación al Sr. Edgardo Corujo 

(señor Corujo), funcionario de CHUBB que estuvo a cargo de la 

reclamación y que este no contestó la referida misiva.  

En resumen, Trilla Sherwood alegó que, debido a los actos 

negligentes de los demandados, había sufrido daños económicos 

consistentes en la contratación de representación legal, 

contratación de profesionales de la salud para atender las angustias 

mentales sufridas y pérdida de ingresos, entre otros. Así, reiteró que, 

por causa de los actos negligentes de los demandados sufrió daños 

emocionales, angustias mentales y daños a su reputación y honra 

estimados en una suma no menor de $250,000.00. 

En virtud de las alegaciones antes expuestas, Trilla Sherwood 

instó un total de nueve causas de acción contra los demandados. A 

continuación, detallamos aquellas alegaciones pertinentes a la 

controversia ante nos: 

Causa de acción contra de la Junta de Directores 

Trilla Sherwood presentó dos causas de acción en contra de 

la Junta de Directores, a saber: una causa de acción sobre 

difamación y, la otra, sobre persecución maliciosa. En cuanto a la 

reclamación por difamación, la apelante alegó que,  

2.Los miembros de la Junta de Directores difamaron a la Sra. 
Trilla al exponer que ésta cometió fraude, actos deshonestos 
y malversó fondos, pertenecientes al Consejo de Titulares. 
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3.Los miembros de la Junta de Directores, le responden 
solidariamente por todos daños (sic) causados a la parte 
demandante, por las acciones difamatorias de naturaleza 
escrita o verbal.  

 

Respecto a la causa de acción de persecución maliciosa, la 

apelante arguyó que, 

2.La Junta de Directores, a sabiendas que no se había 
cometido delito alguno, presentó una denuncia ante la 
Policía de Puerto Rico en contra de la Sra. Sasha Trilla. 
 
[3.]Los miembros de la Junta le reportaron a la policía que la 

misma cometió fraude, y/o malversó fondos y/o se apropió 
de dinero pertenecientes al Consejo de Titulares. 
 
[4.]Ante la denuncia presentada por los miembros de la 
Junta, la Sra. Trilla fue expuesta a una investigación 
criminal infundada.  
 
[5.]Los miembros de la Junta de Directores, le responden 
solidariamente por todos daños (sic) causados a la parte 
demandante.  

 

Causa de acción contra el Consejo de Titulares 

2.El Consejo de Titulares, como entidad le responde a la 
parte demandante, por todos los actos culposos y negligentes 
cometidos por los miembros de la Junta de Directores. 

 

Causa de acción contra Suazo Management Corporation 
y Marisol Suazo Quiñones 

 
2.Suazo Management Corporation y Marisol Suazo Quiñones 
tenían conocimiento de lo que la Junta de Directores le 
estaba provocando a la Sra. Trilla sin oponerse. Estos 
demandados se convirtieron en cómplices de las actuaciones 
del Consejo y de la Junta.  
 
3.Conforme a las responsabilidades encomendadas y 
delegadas por contrato, …. son las responsables de manejar 
y custodiar los expedientes completos y preparar informes 
requeridos, así como ayudar y asesorar a la Junta de 
Directores en aquellos asuntos administrativos y financieros. 
 
4.Las co-demandadas Marisol Suazo Quiñones y Suazo 
Management Corporation, así como los codemandados 
miembros de la Junta tenían en su poder documentos e 
información acreditativa de los reembolsos que se le hicieron 
a la demandante de los gastos incurridos a favor del Consejo 
de Titulares del Condominio, mientras esta fue parte de la 
Junta de Directores del Condominio, por la cual se le acusó 
falsa y maliciosamente a la demandante.  
 
5.Marisol Suazo Quiñones y Suazo Management Corporation 
como resultado de sus actos culposos y negligentes le 
ocasionaron daños a la Sra. Sasha Trilla. 

 

Causa de acción contra Chubb 
 
2.La Chubb Insurance Company of Puerto Rico, fue 
negligente e incumplió con sus obligaciones legales en el 
manejo de la reclamación que realizó el Consejo de Titulares 
y su Junta de Directores. 



 
 

 
TA2025AP00013/TA2025AP00035/TA2025AP00122 

   

 

7 

3.Como resultado de la negligencia de Chubb Insurance 
Company of Puerto Rico, la Sra. Sasha Trilla Sherwood sufrió 
daños.  

 
Causa de acción contra FYC In Claim, Inc. y ajustadora 

Luz Márquez Ayala 
 
2.FYC In Claim, Inc. y su ajustadora Luz Márquez Ayala (sic), 
fueron negligentes en la investigación que realizaron. 
 
3.Como resultado de esa negligencia la parte demandante, 
ha sufrido daños. 
 

Causa de acción contra el señor Corujo (funcionario de 
CHUBB) 

 
2.[A] pesar de haber recibido comunicación escrita sobre que 
el ajuste que habían realizado CHUBB Insurance of Puerto 
Rico, fue basado en información falsa, el Sr. Corujo decidió 
no realizar gestión alguna para aclarar y rectificar la 
determinación de la aseguradora.  
 
3.Como resultado de estos actos negligentes la parte 
demandante ha sufrido daños.  
 
Causa de acción contra CHUBB como patrono 
2.CHUBB Insurance of Puerto Rico, responde de forma 
vicaria por los actos negligentes de su empleado. 
 

Causa de acción de daños punitivos contra todos los 
demandados 

 
2.Los demandados de forma intencional y con un grave 
menosprecio le ocasionaron daños a la Sra. Sasha Trilla. 
 
3.Dado a estos actos la parte demandante solicita una 
compensación adicional en concepto de daños punitivos. 
 
 

Luego de algunas incidencias procesales11, innecesarias 

pormenorizar, el 14 de junio de 2024, Suazo Management y Suazo 

Quiñones presentaron conjuntamente Contestación a Demanda12. 

 Por su parte, el 15 de julio de 2024, el Consejo de Titulares 

presentó Moción Solicitando Desestimación Conforme a la Regla 

10.213. En esta solicitó que se desestimaran las causas de acción 

instadas en su contra por Trilla Sherwood carecer de una 

reclamación que justifique la concesión de algún remedio. En ese 

sentido, el Consejo de Titulares argumentó que aun haciendo toda 

 
11 En lo aquí pertinente, a solicitud de la apelante, el día 11 de junio de 2024, 

notificada el 13 de junio de 2024, el TPI emitió una Sentencia Parcial sobre 

desistimiento en cuanto al Sr. Benigno Piñeiro Alemán, codemandado y esposo de 
la codemandada Franco Yambó (Entrada Núm. 6 SUMAC TPI).  
12 Entrada Núm. 7 SUMAC TPI.  
13 Entrada Núm. 27 SUMAC TPI.  
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inferencia posible a favor de los hechos alegados por la apelante, en 

esta etapa de los procedimientos, el TPI tenía la facultad de 

desestimar la demanda. Al respecto, expuso que las reclamaciones 

se basaban en violaciones al deber de fiducia de los miembros de la 

Junta de Directores del Consejo de Titulares, que la apelante carecía 

de legitimación activa para instar las reclamaciones en cuestión en 

contra de los miembros de la Junta de Directores del Consejo de 

Titulares y porque, conforme establece la Ley de Condominios de 

Puerto Rico14, el Consejo de Titulares no respondía por los actos que 

la apelante imputaba a los miembros de la Junta de Directores. 

Además, plantearon que la causa de acción en daños punitivos no 

era plausible.  

 Subsiguientemente, el 24 de julio de 2024, los codemandados 

Elsis Rivera, su esposo Luis R. Sol González, por sí y en 

representación de la Sociedad Legal de Gananciales compuesta 

entre ambos; Percy Figueroa, Moraza Santiago, Vellón Correa y 

Franco Yambó, presentaron de forma conjunta Moción de 

Desestimación en Unión a Solicitud de Desestimación presentada por 

el Consejo de Titulares del Condominio Alturas del Bosque15. En esta, 

se unieron a lo planteado en la solicitud de desestimación 

presentada por el Consejo de Titulares y reiteraron que la demanda 

obvió las disposiciones específicas del Artículo 49 de la Ley de 

Condominios, a los fines de que, en todo caso, de proceder una 

alegación de violación en el ejercicio de sus funciones como 

directores, y de proceder una reclamación por negligencia crasa, ello 

solo le competía al Consejo de Titulares. 

 De ahí que, el 12 de agosto de 2024, también CHUBB presentó 

una Moción de Desestimación16, en la que expuso, a grandes rasgos 

 
14 Ley Núm. 129-2020, según enmendada. 31 L.P.R.A § 1921 et seq. 
15 Entrada Núm. 33 SUMAC TPI.  
16 Entrada Núm. 37 SUMAC TPI.  
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que, en ningún momento Chubb tuvo o desarrolló una relación, 

mucho menos un vínculo contractual con Trilla Sherwood. Por ende, 

adujo que, interpretando los hechos conjuntamente y de forma 

liberal a favor de la demandante, resultaba incontrovertido que ésta 

no tenía derecho a remedio alguno por parte de Chubb bajo 

cualesquiera hechos que en su día pudiese probar. La aseguradora 

señaló que no tenía un deber jurídico para con la demandante, que 

la alegada conducta de algunos vecinos ni le era previsible ni le era 

imputable a Chubb. A la luz de lo anterior, la aseguradora 

argumentó que el Condominio y no la demandante era la única parte 

asegurada y reclamante, por lo cual, en dichas circunstancias, aun 

aceptando las caracterizaciones de la demanda, resultaba 

incuestionable que Chubb no tenía un deber jurídico y/o exigible 

para con la apelante. Además, particularizaron que, de las 

alegaciones de la demanda no surgía de que CHUBB hiciera 

expresiones relacionadas a la apelante, y que aun tomando como 

cierto lo alegado en la demanda, la conducta de terceras personas 

para con la apelante no era previsible para CHUBB, así como 

tampoco dicha conducta le era imputable. Asimismo, puntualizó que 

la demanda estaba desprovista de hechos que establecieran 

causalidad, pues en ningún lugar se alegó y tampoco había base 

para inferir que los daños alegados por Trilla Sherwood eran, según 

la experiencia general, la consecuencia razonable y común de la 

actuación de Chubb. 

 El 18 de octubre de 2024, FYC y Márquez Ayala también 

solicitaron la desestimación de las causas de acción instadas en su 

contra17. En resumen, alegaron que la labor realizada como 

ajustador independiente se hizo en representación de CHUBB por lo 

cual su deber y obligación era para con Chubb somo aseguradora 

 
17 Entrada Núm. 67 SUMAC TPI.  
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del condominio y no hacia Trilla Sherwood. Lo anterior, porque 

conforme establece el Artículo 9.300 del Código de Seguros18, los 

deberes estatutarios de un ajustador independiente son hacia el 

asegurador, el asegurado y el reclamante.  

Luego de varios trámites y escritos presentados por las partes, 

el 14 de noviembre de 2024, el TPI dio por sometido para 

adjudicación los escritos de las partes19. No obstante, el 11 de 

diciembre de 2024, el TPI emitió una orden en virtud de la cual 

concedió la solicitud de relevo de sentencia parcial presentada por 

Trilla Sherwood, a los fines de traer nuevamente al pleito al señor 

Piñeiro bajo otras alegaciones y le concedió un breve término a la 

apalente para enmendar la demanda a dichos fines20.  

El 16 de diciembre de 2024, Trilla Sherwood presentó la 

Demanda Enmendada conforme ordenado21. En esta alegó que el 

Piñeiro Alemán, a pesar de no ser electo como miembro de la Junta 

de Directores por los residentes del Condominio Alturas del Bosque, 

en ocasiones sustituía a su esposa, la Sra. Glory Franco Yambó, y 

participaba en las reuniones de la Junta. Por consiguiente, la 

apelante añadió una causa de acción en contra de Piñeiro en la que 

arguyó que, 

2.La Junta de Directores y el Sr. Benigno Piñeiro a sabiendas 
que no se había cometido delito alguno, presentaro[n] una 
denuncia ante la Policía de Puerto Rico en contra de la Sra. 
Sasha Trilla. 
 
3.Los miembros de la Junta y el Sr. Benigno Piñeiro le 
reportaron a la policía que la misma cometió fraude, y/o 
malversó fondos y/o se apropió de dinero pertenecientes al 
Consejo de Titulares. 
 
4.Ante la denuncia presentada por los miembros de la Junta 
y del Sr. Benigno Piñeiro, la Sra. Trilla fue expuesta a una 
investigación criminal infundada. 

 
5.Los miembros de la Junta de Directores y el Sr. Benigno 
Piñeiro, le responden solidariamente por todos los daños 
causados a la parte demandante.  

 
18 Ley Núm. 77-1957, según enmendada. 26 LPRA § 101 et seq. 
19 Véase, Orden, Entrada Núm. 76 SUMAC TPI.  
20 Véase nota al calce núm. 11. Véase, además, las entradas núm. 77, 78 y 79 de 

SUMAC TPI.  
21 Entrada Núm. 79 SUMAC TPI.  



 
 

 
TA2025AP00013/TA2025AP00035/TA2025AP00122 

   

 

11 

 En consecuencia, los demandados presentaron sus 

respectivas solicitudes de desestimación a la luz de la demanda 

enmendada22. Por su parte, el 24 de marzo de 2025, Piñeiro Alemán 

presentó Moción de Desestimación23. En síntesis, alegó que la 

apelante presentó su demanda enmendada de forma tardía y que, 

además, esta era improcedente en derecho. Benigno Alemán 

especificó que Trilla Sherwood no alegó en su demanda enmendada 

haber interrumpido el término prescriptivo de la causa de acción en 

daños y perjuicios, habiendo ocurrido los hechos alegados en abril 

de 2023, y la apelante presentar la demanda enmendada el 16 de 

diciembre de 2024, la causa de acción en su contra estaba prescrita. 

Por otro lado, expuso que la apelante no tenía causa de acción de 

difamación y de persecución maliciosa en su contra, pues este no 

era miembro de la Junta de Directores. Además, destacó que el resto 

de las causas de acción instadas por Trilla Sherwood no eran 

dirigidas hacia él, por lo cual la apelante carecía de una reclamación 

en contra de Benigno Alemán que justificara la concesión de un 

remedio. El TPI concedió termino a la apelante para expresarse, sin 

que esta así lo hiciera24.  

Dictámenes apelados 

 Mientras, el 27 de marzo de 2025, notificada el 1 de abril de 

2025, el TPI emitió la primera Sentencia Parcial25, objeto del recurso 

apelativo TA2025AP00013. En esta, el TPI atendió las solicitudes de 

desestimación presentadas por los codemandados CHUBB, Edgardo 

Corujo, el Consejo de Titulares, los codemandados Percy Figueroa, 

 
22 Véase, solicitud de desestimación de: CHUBB (Entrada Núm. 95), Consejo de 

Titulares (Entrada Núm. 97), Percy Figueroa, Moraza Santiago, Vellón Correa y 
Franco Yambó (Entrada Núm. 99), FYC In Claim, Inc. y Márquez Ayala (Entrada 

Núm. 100).  
23 Entrada Núm. 113 SUMAC TPI. 
24 Entrada Núm. 114 SUMAC TPI. La apelante solicitó prórroga para oponerse a 

las solicitudes de desestimación presentadas por Benigno Alemán, Suazo 

Management y Suazo Quiñones (Entrada Núm. 120 SUMAC TPI). Las oposiciones 
fueron presentadas el día 22 de abril de 2025 (Entradas Núm. 124 y 125, 

respectivamente).  
25 Entrada Núm. 116 SUMAC TPI.  
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Moraza Santiago, Vellón Correa, Franco Yambó y Rivera Ortiz, FYC 

y Márquez Ayala, así como el escrito presentado por la apelante, en 

el cual Trilla Sherwood adoptó por referencia los argumentos 

expuestos en sus escritos de oposición a las mociones dispositivas 

de los codemandados antes mencionados26. En resumen, el TPI 

determinó que, aun tomando como ciertas y de la forma más 

favorable las alegaciones de Trilla Sherwood, estas no se sostenían 

en derecho.  

El TPI procedió entonces a explicar que la causa de acción de 

difamación instada por Trilla Sherwood no procedía. Lo anterior, 

porque de las alegaciones no surgía que del contenido del informe o 

de las conversaciones efectuadas constituyeran ataques abusivos a 

su honra, reputación o vida privada o familiar, por lo cual, en 

ausencia de una acción u omisión, un daño y nexo causal entre 

estos, procedía desestimar la causa de acción de difamación. 

 Seguidamente, el TPI determinó que las alegaciones de la 

demanda enmendada eran insuficientes para justificar la concesión 

de un remedio sobre la causa de acción de persecución maliciosa. 

Lo anterior, puesto que el foro apelado entendió que la denuncia de 

fraude ante la Policía de Puerto Rico y consecuentemente liderada 

por el CIC, así como la reclamación presentada en CHUBB, 

constituyeron declaraciones basadas en creencia razonable y de 

buena fe por parte de la Junta de Directores, por lo que la conducta 

del Consejo de Titulares, la Junta de Directores, particularmente 

Rivera Ortiz, Percy Figueroa, Moraza Santiago, Vellón Correa y 

Franco Yambó, no constituyó persecución maliciosa.  

 Luego, el foro recurrido expuso que, en cuanto a las 

alegaciones de daños en contra de CHUBB, Corujo, FYC y Márquez 

Ayala, el TPI determinó que también eran improcedentes. El foro a 

 
26 Entrada Núm. 104 SUMAC TPI. 
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quo expuso que la asegurada de CHUBB era el Consejo de Titulares 

y no la apelante. Que FYC y Márquez Ayala fungieron sus labores en 

representación de CHUBB como aseguradora del Consejo de 

Titulares. Por tanto, FYC y Márquez Ayala no tenían un deber 

jurídico de actuar frente a la apelante, por lo que procedía 

desestimar la causa de acción sobre responsabilidad civil 

extracontractual incoada contra CHUBB, FYC y su funcionaria, 

Márquez Ayala. 

 Por último, el TPI concluyó que la causa de acción por daños 

punitivos era improcedente, dado a que no se configuraron las 

causas de acción de difamación, persecución maliciosa y negligencia 

instadas por la apelante. Así, el TPI declaró con lugar la solicitud de 

desestimación de la demanda presentada por CHUBB y Corujo, la 

solicitud de desestimación presentada por Rivera Ortiz, Percy 

Figueroa, Moraza Santiago, Vellón Correa y Franco Yambó, y la 

solicitud desestimación presentada por FYC y Márquez Ayala. Así 

desestimada, el litigo continuó pendiente en cuanto a las 

codemandadas Suazo Management, Suazo Quiñones y Piñeiro 

Alemán. 

 Inconforme, Trilla Sherwood solicitó reconsideración27 a la 

Sentencia Parcial del 27 de marzo de 2025. En síntesis, alegó que el 

TPI se excedió del alcance que le permite la Regla 10.2(5), pues su 

función se limitaba a analizar las alegaciones de la demanda y si 

bajo estas pudiese existir una reclamación de persecución 

maliciosa. Sostuvo que el TPI estaba impedido de evaluar y/o hacer 

una inferencia adversa en contra de la demandante. El 14 de mayo 

de 2025, notificada el 19 de mayo de 2025, el TPI denegó la solicitud 

de reconsideración28.   

 
27 Entrada Núm. 123 SUMAC TPI.  
28 Entrada Núm. 137 SUMAC TPI.  
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 Aun insatisfecha con el dictamen, el 18 de junio de 2025, 

Trilla Sherwood presentó la apelación TA2025AP00013, en la que 

formuló los siguientes señalamientos de error: 

PRIMER ERROR: 
ERRÓ EL TPI AL DESESTIMAR LA ACCIÓN DE DIFAMACIÓN 
EN CONTRA DE LOS MIEMBROS DE LA JUNTA DE 
DIRECTORES. 
 
SEGUNDO ERROR: 
ERRÓ EL TPI AL DESESTIMAR LA ACCIÓN DE 
PERSECUCIÓN MALICIOSA EN CONTRA DE LOS 

MIEMBROS DE LA JUNTA DE DIRECTORES. 
 
TERCER ERROR: 
ERRÓ EL TPI AL DESESTIMAR LA ACCIÓN DE DAÑOS EN 
CONTRA DEL CONSEJO DE TITULARES. 
 
CUARTO ERROR: 
ERRÓ EL TPI AL DESESTIMAR LA DEMANDA EN CONTRA 
DE CHUBB, EDGARDO CORUJO, LUZ MÁRQUEZ AYALA Y 
F[Y]C IN CLAIM. 
 
QUINTO ERROR: 
ERRÓ EL TPI AL DESESTIMAR LA CAUSA DE ACCIÓN EN 
DAÑOS PUNITIVOS. 

 
Desestimación en cuanto a Suazo Management  

y Suazo Quiñones 

 

De otra parte, el 2 de abril de 2025, los codemandados Suazo 

Management y Suazo Quiñones presentaron Solicitud de 

Desestimación29. En síntesis, expusieron que, en virtud de la 

Sentencia Parcial emitida por el TPI el 27 de marzo de 2025, en la 

cual se determinó que, aun tomando como ciertas y de la forma más 

favorable hacia la demandante las alegaciones expuestas en su 

demanda, estas no se sostenían en derecho, tampoco procedía la 

causa de acción en su contra.  

En ese sentido, argumentaron que las alegaciones formuladas 

en su contra por la apelante se basaban en que estas tenían 

conocimiento sobre las actuaciones de los demás codemandados y 

que nada hicieron, por lo que fueron cómplices de los 

codemandados. Por ello, al TPI determinar que no se configuraron 

las causas de acción contra los codemandados, era forzoso concluir 

 
29 Entrada Núm. 117 SUMAC TPI.  
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que cualquier conocimiento que Suazo Management y Suazo 

Quiñones tuvieran o pudieran haber tenido tampoco constituyó ni 

configuró una causa de acción justiciable en su contra. El 22 de 

abril de 2025, la apelante se opuso a la solicitud de desestimación30 

y el 24 de abril de 2025, Suazo Management y Suazo Quiñones 

presentaron Réplica a la Oposición a Solicitud de Desestimación31. 

Entre otros argumentos, plantearon que, conforme la Ley de 

Condominios, un agente administrador no tiene el deber de defender 

a un titular frente a la Junta de Directores o el Consejo de Titulares 

de dicho condominio.  

Mientras, el 21 de mayo de 2025, notificada el 22 de mayo de 

2025, el TPI emitió una segunda Sentencia Parcial32, en virtud de la 

cual desestimó la demanda en cuanto a Suazo Management y Suazo 

Quiñones, por los fundamentos expuestos en la solicitud de 

desestimación y réplica a oposición de desestimación de dichos 

codemandados. Emitido el referido dictamen parcial, quedaba 

pendiente la causa de acción en cuanto a Benigno Piñeiro.  

En desacuerdo con la desestimación a favor de Suazo 

Management y Suazo Quiñones, el 23 de junio de 2025, Trilla 

Sherwood acudió directamente en revisión ante esta Curia y 

presentó el recurso TA2025AP00035, en el que formuló los 

siguientes señalamientos de error: 

PRIMER ERROR: 
ERRÓ EL TPI AL DESESTIMAR LA DEMANDA ENMENDADA 
EN CONTRA DE SUAZO MANAGEMENT CORPORATION Y 
MARISOL SUAZO QUIÑONES. 
 
SEGUNDO ERROR: 
ERRÓ EL TPI AL DESESTIMAR LA CAUSA DE ACCIÓN EN 
DAÑOS PUNITIVOS. 

 

Entonces, el 9 de junio de 2025, notificada el 13 de junio de 

2025, el TPI emitió Sentencia Final mediante la cual, por los mismos 

 
30 Entrada Núm. 124 SUMAC TPI.  
31 Entrada Núm.. 126 SUMAC TPI.  
32 Entrada Núm. 139 SUMAC TPI.  
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fundamentos esbozados en la Sentencia Parcial del 27 de marzo de 

2025, desestimó la causa de acción presentada contra el 

codemandado Piñeiro Alemán, conforme solicitado por este en su 

solicitud de desestimación del 24 de marzo de 202533.  

 En desacuerdo con la desestimación de la causa de acción en 

contra de Piñeiro Alemán, la apelante presentó el recurso de 

apelación TA2025AP00122, en el cual formuló los siguientes 

señalamientos de error: 

PRIMER ERROR: 
ERRÓ EL TPI AL DESESTIMAR LA CAUSA DE ACCIÓN 
SOBRE DIFAMACIÓN EN CONTRA DE BENIGNO PIÑEIRO. 
 
SEGUNDO ERROR: 
ERRÓ EL TPI AL DESESTIMAR LA CAUSA DE ACCIÓN 
SOBRE PERSECUCIÓN MALICIOSA EN CONTRA DE 
BENIGNO PIÑEIRO. 
 
TERCER ERROR: 
ERRÓ EL TPI AL DESESTIMAR LA CAUSA DE ACCIÓN EN 
DAÑOS PUNITIVOS. 

 

 Luego de varios trámites procesales ante esta Curia, así como 

la consolidación de los tres recursos, los apelados presentaron sus 

respectivos alegatos. 

 Con el beneficio de la comparecencia de las partes, estamos 

en posición de resolver.  

II. Derecho Aplicable 

A. Desestimación Bajo la Regla 10.2 de Procedimiento Civil 

La Regla 10.2 de Procedimiento Civil (32 LPRA Ap. V) le 

permite al demandado solicitar que se desestime la demanda en su 

contra antes de contestarla. R. Hernández Colón, Práctica Jurídica 

de Puerto Rico, Derecho Procesal Civil, 5ta ed., San Juan, LexisNexis 

de Puerto Rico, Inc., 2010, pág. 266.  La precitada regla dispone lo 

siguiente:    

Toda defensa de hechos o de derecho contra una reclamación 

se expondrá en la alegación responsiva excepto que, a opción 

de la parte que alega, las siguientes defensas pueden hacerse 

mediante una moción debidamente fundamentada: (1) falta 

de jurisdicción sobre la materia; (2) falta de jurisdicción 

 
33 Entrada Núm. 113 SUMAC TPI.  
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sobre la persona; (3) insuficiencia del emplazamiento; (4) 

insuficiencia del diligenciamiento del emplazamiento; (5) 

dejar de exponer una reclamación que justifique la concesión 

de un remedio; (6) dejar de acumular una parte 

indispensable. Regla 10.2 de Procedimiento Civil, supra.   

 

Así pues, entre las defensas mediante las cuales una parte 

puede solicitar la desestimación de la causa instada en su contra se 

encuentra el “dejar de exponer una reclamación que justifique la 

concesión de un remedio”. Regla 10.2 (5) de Procedimiento 

Civil, supra. Véase, además, Saint Mary Investments, LLC. v. Denton 

Morales y otros, 2026 TSPR 35, 218 DPR ___ (2026); Costas Elena y 

otros v. Magic Sport Culinary Corp. y otros, 213 DPR 523 

(2024); Bonnelly Sagrado v. United Surety, 207 DPR 715 (2021).  

Ante una moción de desestimación fundamentada en la 

referida regla, “el tribunal tomará como ciertos todos los hechos bien 

alegados en la demanda y que hayan sido aseverados de manera 

clara y concluyente, y que de su faz no den margen a dudas”. Cobra 

Acquisitions, LLC v. Municipio de Yabucoa, 210 DPR 384 (2022). 

Véase, además, Aut. Tierras v. Moreno & Ruiz Dev. Corp., 174 DPR 

409 (2008); Pressure Vessels P.R. v. Empire Gas P.R., 137 DPR 497 

(1994). Luego, debe determinar si, a base de esos hechos que aceptó 

como ciertos, la demanda establece una reclamación plausible que 

justifique la concesión de un remedio. Saint Mary Investments, LLC. 

v. Denton Morales y otros, supra; Costas Elena y otros v. Magic Sport 

Culinary Corp. y otros, supra.  

Asimismo, deberá interpretar las alegaciones de forma 

conjunta, liberal y de la manera más favorable posible en favor del 

demandante. Bonnelly Sagrado v. United Surety, supra; Torres v. 

Torres et al., 179 DPR 481 (2010). De hecho, tampoco procede la 

desestimación de la demanda si esta es susceptible de ser 

enmendada. Clemente v. Dept. de la Vivienda, 114 DPR 763 

(1983). A esos efectos, la Regla 13.1 de Procedimiento Civil (32 LPRA 

Ap. V), permite a las partes en un pleito enmendar sus alegaciones 
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para incluir cuestiones omitidas o clarificar reclamaciones 

previamente interpuestas. Saint Mary Investments, LLC. v. Denton 

Morales y otros, supra, citando a Colón Rivera v. Wyeth Pharm., 184 

DPR 184 (2012).  

Al atender este tipo de moción, el tribunal deberá tener en 

cuenta que, conforme lo dispone la Regla 6.1 de Procedimiento Civil 

(32 LPRA Ap. V), la demanda sólo tiene que contener “una relación 

sucinta y sencilla de la reclamación demostrativas de que el 

peticionario tiene derecho a un remedio”, por lo que la norma 

procesal que rige establece que las alegaciones solo buscan 

“notificarle a la parte demandada a grandes rasgos, cuáles son las 

reclamaciones en su contra.” Torres v. Torres et al., supra, pág. 

501.  Así, para que una moción de desestimación pueda prosperar, 

se tiene que demostrar de forma certera que el demandante no tiene 

derecho a remedio alguno, bajo cualquier estado de derecho que se 

pudiere probar en apoyo a su reclamación, aun interpretando la 

demanda lo más liberalmente a su favor. Inmob. Baleares et al. v. 

Benabe et al., 214 DPR 1109 (2024). Véase, además, Cobra 

Acquisitions, LLC v. Municipio de Yabucoa, 210 DPR 384 (2022); 

Consejo de Titulares v. Gómez Estremera et al., 184 DPR 407 

(2012); Aut. Tierras v. Moreno & Ruiz Dev. Corp, supra, pág. 428.  Por 

consiguiente, el asunto a considerar es, “si a la luz de la situación 

más favorable al demandante, y resolviendo toda duda a favor de 

este, la demanda es suficiente para constituir una reclamación 

válida”. Pressure Vessels P.R. v. Empire Gas P.R., supra, pág. 505.   

 De manera ilustrativa, el Tratadista Cuevas Segarra ha 

expresado sobre esta Regla lo siguiente: 

Se puede solicitar la desestimación de una demanda 
aduciendo que las alegaciones dejan de exponer una 
reclamación que justifique la concesión de un remedio. En 
tal caso, el Tribunal debe aceptar como ciertas las 
alegaciones contenidas en la demanda y considerarlas de la 
manera más favorable a la parte demandante. Para el 
demandado prevalecer, debe establecer con toda certeza que 
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el demandante no tiene derecho a remedio alguno bajo 
cualquier estado de derecho que pueda ser probado en apoyo 
de su reclamación, aun interpretando la demanda de la 
forma más liberal posible a su favor. No obstante, esta 
doctrina se aplica solamente a los hechos bien alegados y 
expresados de manera clara y concluyente que de su faz no 
den margen a dudas. O dicho de otra manera, solamente se 
darán como ciertos los hechos correctamente alegados sin 
considerar las conclusiones de derecho o las alegaciones 
redactadas, de tal forma que su contenido resulte 
hipotético.34 

 

 En ese sentido, nuestro más Alto Foro ha resuelto que una 

demanda no debe ser desestimada a menos que las razones para 

solicitar el remedio no procedan bajo supuesto de derecho alguno, 

ni pueda ser enmendada para subsanar cualquier deficiencia.35 El 

Tribunal Supremo ha enfatizado que nuestro estado de Derecho 

vigente no establece requisitos complejos para presentar una 

demanda.36 A tenor con lo anterior, “el demandante no está obligado 

a alegar todos los hechos que prueben su caso al incoar una causa 

de acción, es decir, no tiene que exponer con detalle el trasfondo 

fáctico en el que basa su reclamación”.37 Relacionado a esto, es 

imprescindible recordar que privar a un litigante de su día en corte 

es una medida que procede solamente en casos extremos.38  

 No obstante, si luego de realizado el análisis correspondiente, 

el tribunal entiende todavía que no se cumple con el estándar de 

plausibilidad, “entonces debe desestimar la demanda, pues no 

puede permitir que proceda una demanda insuficiente bajo el 

pretexto de que se podrán probar las alegaciones conclusorias con 

el descubrimiento de prueba”.39  

B. Suficiencia Fáctica en las Alegaciones 

 
34 J.A. Cuevas Segarra, Tratado de Derecho Procesal Civil, 2da. ed., San Juan, 

Publicaciones JTS, 2011, T. II, págs. 528-529. 
35 Díaz Vázquez et al. v. colón Peña et al., supra, pág. 1150; Pressure Vessels P.R. 
v. Empire Gas P.R., 137 DPR 497, 505 (1994).   
36 Regla 6.5 de Procedimiento Civil de 2009 (32 LPRA Ap. V, R. 6.5); Eagle Security 
v. Efrón Dorado et al., supra, pág. 84. 
37 Eagle Security v. Efrón Dorado et al., supra, pág. 84-85. 
38 Costas Elena y otros v. Magic Sport y otros, supra, pág. 534. 
39 Íd., citando a R. Hernández Colón, Práctica jurídica de Puerto Rico: derecho 
procesal civil, 6.a ed., San Juan, Ed. LexisNexis, 2017, pág. 307. 
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La anterior Regla 6.1 de las derogadas Reglas de 

Procedimiento Civil de 197940, solo era necesario exponer en la 

demanda una “relación sucinta y sencilla de la reclamación 

demostrativa de que el peticionario tenía derecho a un remedio”. 

Este enfoque, de amplia liberalidad en la redacción de las 

alegaciones, cambió en el mes de julio del año 2010, con la entrada 

en vigor de las actuales Reglas de Procedimiento Civil aprobadas en 

el 2009. 

La Regla 6.1 vigente de Procedimiento Civil, supra, establece 

que las alegaciones de una demanda contendrán una “relación 

sucinta y sencilla de los hechos demostrativos de que la parte 

peticionaria tiene derecho a un remedio”. (Énfasis suplido). 

Recientemente, nuestro Alto Foro expresó que nuestro 

ordenamiento jurídico “exige que el escrito comprenda una relación 

sucinta y sencilla de los hechos demostrativos de que la parte 

peticionaria tiene derecho a un remedio”.41 

Sobre este particular, expresa el profesor Rafael Hernández 

Colón lo siguiente: 

La R[egla] 6.1 […] impone al demandante una obligación 
relativamente leniente.  Un demandante cumple con la 
exigencia de la regla al notificar al demandado de su 
reclamación y del remedio de tal modo que permita al 

demandado formular su contestación. […] No obstante, si 
bien el deber que se le exige al demandante es bastante 
liberal y se le requiere brevedad en su exposición, la 

alegación debe aún contener la suficiencia fáctica que 
se necesita para que el demandado reciba una adecuada 
notificación sobre lo que se le reclama y la base que la 
sustenta.42 

 

En la misma obra, el tratadista en cuestión añadió lo 

siguiente, respecto a la Regla 6.1 de Procedimiento Civil de 2009, 

supra: 

El demandante debe alegar hechos suficientes que eleven su 
reclamación más allá del nivel especulativo y la empujen 
a través de la línea de lo “concebible” o lo “plausible”. […] El 

estándar de plausibilidad requiere que las alegaciones 

 
40 32 LPRA Ap. III. 
41 León Torres v. Rivera Lebrón, 204 DPR 20, 40 (2020). 
42 (Énfasis nuestro). R. Hernández Colón, Derecho procesal civil, 6ta ed., San Juan, 

Lexis Nexis, 2017, pág. 287. 
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contengan una relación fáctica suficiente que, 
aceptada como cierta, establezca que la reclamación 

del remedio es plausible de su faz.43 

 

Además, con relación a esta Regla el Comité Asesor 

Permanente de Reglas de Procedimiento Civil explicó en su informe 

que: “… la propuesta requiere que en las alegaciones se aporte una 

relación de hechos con el propósito de que las partes y el tribunal 

puedan apreciar con mayor certeza los eventos medulares de la 

controversia”.44  

Si bien es cierto que el Tribunal viene obligado a aceptar como 

ciertas todas las alegaciones bien hechas, es importante que 

distinga las meras alegaciones concluyentes que no pueden 

presumirse ciertas.45 Luego de brindarle veracidad a los hechos bien 

alegados, debe determinar si a base de éstos la demanda establece 

una reclamación plausible que justifique que el demandante tiene 

derecho a un remedio, guiado en su análisis por la experiencia y el 

sentido común. De determinar que no cumple con el estándar de 

plausibilidad, el tribunal debe desestimar la demanda y no permitir 

que una demanda insuficiente proceda bajo el pretexto de que con 

el descubrimiento de prueba pueden probarse las alegaciones 

conclusorias.46 

c. Daños Punitivos 

El Artículo 1536 del “Código Civil de Puerto Rico” de 2020 

(Código Civil) dispone que la persona que por culpa o negligencia 

causa daño a otra, viene obligada a repararlo.47 En cuanto a lo 

anterior, el Tribunal Supremo ha reiterado que la indemnización de 

un daño solo procede cuando están presentes los siguientes 

elementos: 1) la existencia de un acto u omisión culposa o 

 
43 (Énfasis nuestro). (Citas y notas al calce omitidas). Íd. 
44 Tribunal Supremo de Puerto Rico, Secretariado de la Conferencia Judicial y 

Notarial, Informe de Reglas de Procedimiento Civil, Vol. I, diciembre 2007, a la pág. 

70. 
45 Hernández Colón, op. cit., a la pág. 307. 
46 Íd. 
47 Ley Núm. 55-2020 (31 LPRA sec. 10801). 
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negligente; 2) que haya un daño real causado al reclamante; y 3) que 

haya un nexo causal entre el acto u omisión y el daño ocasionado.48 

Ahora bien, se consideran daños punitivos las “sanciones o 

castigos de naturaleza civil, con carácter disuasivo y propósito 

aleccionador que se impone al causante de un daño que ha 

incurrido en una actuación u omisión dolosa, maliciosa, grave y 

perniciosa”.49 Son de naturaleza accesoria a 

los daños compensatorios como un castigo, para evitar conductas 

socialmente reprochables.50 El Código Civil contempla su uso y se 

encuentra codificado en el Artículo 1538. El referido artículo 

puntualiza lo siguiente: 

La reparación de los daños se efectúa en dinero, mediante la 
reintegración específica o una combinación de los remedios 
anteriores, a elección del perjudicado, siempre y cuando no 
haya una duplicación del resarcimiento.  
No obstante, cuando el acto u omisión constituye delito, 

se realiza de forma dolosa o con grave menosprecio a la 
vida, la seguridad y la propiedad ajena, el juzgador puede 
imponer una indemnización adicional que no sea 
superior al monto del daño causado.51 
 

 Como vemos, el uso del verbo “puede” en el segundo párrafo, 

parece sugerir el carácter discrecional de su imposición por parte de 

los tribunales.52 Cabe destacar, que la cuantía concedida como daño 

punitivo no puede ser mayor a la de la cuantía establecida por el 

daño causado. No obstante, la imposición de daños punitivos en el 

ordenamiento jurídico puertorriqueño no es favorecida, toda vez que 

“nuestro derecho de daños no busca el castigo, sino la reparación”.53 

C. Difamación 

 La Constitución de Puerto Rico establece que “[t]oda persona 

tiene derecho a protección de ley contra ataques abusivos a su 

 
48 Departamento de Asuntos del Consumidor v. Luma Energy, LLC, 216 DPR __; 

2025 TSPR 126; Sucn. Mena Pamias et al. v. Meléndez et al., 212 DPR 758, 768 

(2023). 
49 A.O. Caro Pérez, Análisis Comparativo de los Daños Punitivos Adoptados en el 
Código Civil de 2020, 57 Rev. Jurídica U. Inter. P.R. 461, 465-466 (2023). 
50 Íd., pág. 466. 
51 (Énfasis nuestro). 31 LPRA sec. 10803. 
52 Caro Pérez, supra, pág. 475. 
53 Íd., pág. 465; Véase, Carrasquillo v. Lippitt & Simonpietri, Inc., 98 DPR 659, 669 

(1970). 
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honra, a su reputación y a su vida privada o familiar”.54 Esta 

protección constitucional, que se manifiesta mediante la acción de 

difamación, se contrapone al derecho constitucional de la libertad 

de expresión y de prensa.55  

 Para propósitos contextuales, antes de la vigencia de la 

Constitución del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, la Ley de 

Libelo y Calumnia56 era el estatuto que, inicialmente, protegía a las 

personas contra expresiones difamatorias a través de una acción 

civil en daños y perjuicios, por libelo y calumnia.57 Es por ello que, 

las disposiciones de dicha Ley están condicionadas a que su 

aplicación no asuma un papel antagónico con las disposiciones de 

nuestra Carta Magna.58 Conforme a la jurisprudencia interpretativa 

puertorriqueña, las reclamaciones sobre difamación se resuelven en 

virtud del Artículo 1536 del Código Civil.59 Es una acción torticera 

genérica que incluye el libelo y la calumnia.60 

 El Tribunal Supremo de Puerto Rico ha definido el concepto 

“difamación” como “desacreditar a una persona publicando cosas 

contra su reputación”.61 La acción de difamación se divide en dos 

vertientes y depende de la clasificación del demandante, a saber: si 

se trata de una figura pública, o si se trata de una persona privada.62 

Para que una persona privada prevalezca bajo esta causa de acción, 

debe cumplir con los siguientes requisitos: 1) tiene que establecer 

que existe una publicación de una comunicación; 2) que se reputa 

falsa y difamatoria; 3) que le ocasionó daños; y 4) que se debió a una 

 
54 Art. II, Sec. 8, Const. PR, LPRA Tomo 1. 
55 Gómez Márquez et al. v. El Oriental, 203 DPR 783, 795 (2020); Porto y Siurano 
v. Bentley P.R., Inc., 132 DPR 331, 343 (1992). 
56 Ley de 19 de febrero de 1902 (32 LPRA secs. 3141-3149). 
57 Porto y Siurano v. Bentley P.R., Inc., supra, págs. 343-344. 
58 Íd., pág. 344. 
59 Colón, Ramírez v. Televicentro de P.R., 175 DPR 690 (2009); Pérez v. El Vocero 
de P.R., 149 DPR 427, 441 (1999); Acevedo v. Western Digital Caribe, Inc., 140 

DPR 452, 461 (1996); Ojeda v. El Vocero de P.R., 137 DPR 315, 325 (1994). 
60 Pérez v. El Vocero de P.R, supra. 
61 Íd. 
62 Meléndez Vega v. El Vocero de PR, 189 DPR 123, 147 (2013). 
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conducta negligente.63 En cambio, una figura pública debe 

demostrar que las expresiones se hicieron con malicia real.64 Es 

decir, a sabiendas de que era falso o con grave menosprecio de si 

era falso o no.65 Asimismo, tanto la persona privada como la figura 

pública deben cumplir con los requisitos básicos para una acción de 

daños y perjuicios, los cuales son: 1) que haya una acción u omisión 

culposa o negligente; 2) la existencia de un daño; y 3) el nexo causal 

entre el acto u omisión culposo o negligente y el daño ocasionado.66  

Bajo el tema en cuestión, el daño es definido como el 

menoscabo de la opinión que tienen los demás sobre el valor de una 

persona en particular.67 Entonces, para que el daño exista, la 

persona se tiene que enterar que su honor ha sido perjudicado.68 

Vale destacar que, un demandante debe probar en toda acción de 

difamación “que las expresiones difamatorias se refieren a su 

persona de modo particular”.69 A lo anterior se le conoce como la 

doctrina de of and concerning the plaintiff.70  

Cuando se trata de una reclamación de difamación realizada 

por una persona privada, el concepto “negligencia” es definido según 

lo establece nuestro estado de Derecho vigente en materia de 

Responsabilidad Civil Extracontractual.71 La negligencia es la falta 

del debido cuidado, que a su vez consiste en no anticipar y prever 

las consecuencias racionales de un acto, o de la omisión de este, que 

una persona prudente y razonable habría de prever en las mismas 

circunstancias.72 Adicionalmente, una publicación queda 

configurada cuando la expresión difamatoria es comunicada a una 

 
63 Acevedo v. Western Digital Caribe, Inc., supra.  
64 Garib Bazain v. Clavell, 135 DPR 475, 482 (1994). 
65 Íd. 
66 Nieves Díaz v. González Massas, 178 DPR 820, 843 (2010); Ojeda v. El Vocero 
de P.R., supra, pág. 329. 
67 Ojeda v. El Vocero de P.R., supra. 
68 Íd. 
69 Soc. de Gananciales v. El Vocero de P.R., 135 DPR 122, 129 (1994). 
70 Íd. 
71 Acevedo v. Western Digital Caribe, Inc., supra. 
72 Nieves Díaz v. González Massas, supra, pág. 844; Colón, Ramírez v. Televicentro 
de P.R., supra, págs. 706-707. 
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tercera persona.73 Por otra parte, para que proceda una acción de 

libelo es requisito que exista un expediente permanente de la 

expresión difamatoria.74 Mientras que la calumnia se configura con 

la mera expresión oral difamatoria.75 Además, nuestro más alto Foro 

ha establecido que se considera libelosa de su faz aquella 

publicación que imputa la comisión de un delito.76 

Sin embargo, el Tribunal Supremo de Puerto Rico ha resuelto 

que se puede disponer de estos casos sumariamente en dos (2) 

instancias. En el primer escenario, procede la disposición sumaria 

cuando se demuestra “que no existe controversia real sustancial en 

cuanto a ningún hecho material y que, como cuestión de derecho, 

los sucesos alegados no son suficientes para establecer causa de 

acción alguna, ya sea porque se incumplen los requisitos necesarios 

o se configura una defensa afirmativa”.77 La evidencia utilizada en 

estos supuestos, consiste en las declaraciones juradas y 

documentos admisibles que el promovente someta con su moción o 

que obre en el expediente.78 En el segundo supuesto, el promovente 

puede alegar y demostrar que el demandante no tiene evidencia 

suficiente para establecer los requisitos de su reclamación.79 En ese 

caso, el promovido tiene la obligación de producir prueba específica 

que, de ser admitida en evidencia y creída, demuestre todos los 

elementos de la causa de acción de difamación.80 

F. Ley de Condominios de Puerto Rico 

 La Ley de Condominios de Puerto Rico81 (Ley de Condominios) 

fue promulgada con el propósito de “establecer un régimen jurídico 

que facilite la vida en convivencia y propicie la disponibilidad de 

 
73 Acevedo v. Western Digital Caribe, Inc., supra. 
74 Pérez v. El Vocero de P.R., supra. 
75 Íd. 
76 Íd., pág. 442. 
77 Colón, Ramírez v. Televicentro de P.R., supra, pág. 724. 
78 Íd. 
79 Íd., pág. 725. 
80 Íd. 
81 Ley Núm. 129-2020 (31 LPRA secs. 1921 et seq.). 
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viviendas en un área restringida de terreno”.82 En consonancia, el 

Tribunal Supremo de Puerto Rico ha expresado que: 

[t]anto el cuerpo de normas vigentes que rigen el régimen de 
propiedad horizontal, como las disposiciones anteriores y su 
jurisprudencia interpretativa, han sido consistentes con el 
propósito que se pretende lograr con este tipo de vivienda. El 
régimen de propiedad horizontal cumple con una finalidad 
doble, a saber: (1) proveer a las personas la posibilidad de 
disfrutar el derecho a la propiedad plena e individual de un 
inmueble, y (2) maximizar el uso escaso de terreno disponible 
en el país. De esta forma, la propiedad plena e individual 
coexiste con otros dueños mientras comparten áreas 
comunes para el disfrute de todas y todos sus integrantes.83 
 

 En lo pertinente al caso de epígrafe, el Artículo 53 de la Ley 

en cuestión estatuye los poderes y deberes de los miembros de la 

Junta de Directores. Específicamente, dispone lo siguiente: 

El Director o la Junta de Directores constituye el órgano 
ejecutivo de la comunidad de titulares. Solo podrán ser 
nominados y elegidos los titulares que no adeuden dos (2) o 
más plazos de cuotas de mantenimiento, y/o derramas y/o 
multas de más de sesenta (60) días de vencidas, y/o primas 
del seguro matriz y además deberá mantener tal estado en 
sus cuentas durante el período de su incumbencia. El cuerpo 
directivo tendrá los siguientes deberes y facultades:  
 
a) Atender todo lo relacionado con el buen gobierno, 
administración, vigilancia y funcionamiento del régimen y en 
especial lo relativo a las cosas y elementos de uso común y 
los servicios generales, y hacer a estos efectos las oportunas 
advertencias y apercibimientos a los titulares. 
 

[…] 
 

c) Dirigir los asuntos financieros concernientes a las 
recaudaciones y pagos y anotar detalladamente en un libro 
los activos y obligaciones, así como también, las partidas de 

ingresos y gastos que afecten al inmueble y a su 
administración, fijándoles por orden de fecha y especificando 
los gastos de conservación y reparación de los elementos 
comunes y tener disponibles para su examen por todos los 
titulares en días y horas hábiles que se fijarán para general 
conocimiento tanto del libro expresado como los 
comprobantes acreditativos de las partidas anotadas. 
 

[…] 
 
i) Cumplir y hacer cumplir las disposiciones de esta Ley, del 
reglamento, de la escritura matriz y de los acuerdos del 
Consejo de Titulares. 
 

[…] 
 
m) Establecer los controles y procedimientos adecuados para 
salvaguardar los activos del Consejo de Titulares y cumplir 
con todas las obligaciones y regulaciones requeridas.84 

 
82 Exposición de Motivos de la Ley Núm. 129-2020. 
83 Con Tit. Centro Int’l Torre II v. PRCI, 210 DPR 403, 415 (2022) (citando a Park 
Tower, S.E. v. Registradora, 194 DPR 244, 253 (2015)). 
84 Art. 53 de la Ley Núm. 129-2020 (31 LPRA sec. 1922y). 
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[…] 
 

III. Aplicación del Derecho a los Hechos 

 En resumen, la apelante aduce que el foro primario erró al 

desestimar todas las causas de acción de su demanda bajo el 

fundamento de que estas no exponen una reclamación que 

justifique la concesión de un remedio.  Basa sus planteamientos en 

que de las alegaciones de la demanda surgen todos los requisitos 

para instar las causas de acción instadas, por lo cual el TPI estaba 

impedido, en etapa inicial del procedimiento, de llegar a 

conclusiones y hacer inferencias adversas a la parte apelante, lo 

cual la privó de tener su día en corte.   

 Por su parte, los apelados plantean que deben confirmarse los 

dictámenes apelados, puesto que el foro primario evaluó 

correctamente las solicitudes de desestimación de conformidad con 

el estándar requerido por la Regla 10.2 de Procedimiento Civil, 

supra, y que, aun tomando como ciertos los hechos bien alegados 

en la demanda e interpretándolos conjuntamente y de la forma más 

favorable hacia Trilla Sherwood, esta carece de una causa de acción 

que justifique la concesión de un remedio.  

 En vista de que el recurso ante nos versa sobre tres (3) 

sentencias, expondremos nuestro análisis y aplicación del derecho 

respecto a cada una de las sentencias aquí apeladas. Veamos.  

Sentencia Parcial del 27 de marzo de 2026 

La primera sentencia parcial emitida por el TPI, objeto de 

revisión en el recurso TA2025AP00013, desestimó las causas de 

acción sobre difamación, persecución maliciosa, negligencia y daños 

punitivos en contra de CHUBB, el señor Corujo, el Consejo de 

Titulares, y los codemandados Percy Figueroa, Moraza Santiago, 

Vellón Correa, Franco Yambó y Rivera Ortiz. El TPI determinó que, 

aun tomando como ciertas y de la forma más favorable para la 
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apelante las alegaciones, estas no se sostenían en derecho, por lo 

que procedía desestimar las reclamaciones antes mencionadas.  

Luego de una lectura detenida de los hechos alegados en la 

demanda, así como del dictamen apelado, coincidimos con la 

determinación del foro primario. Nos explicamos. 

A modo de resumen, la apelante alegó que “el 22 de agosto de 

2023, la co-demandada Elsis Rivera Ortiz, les remitió un 

comunicado a todos los miembros del Consejo de Titulares, para 

informarle que un pasado miembro de la Junta de Directores había 

realizado una serie de movimientos altamente cuestionables y que 

como resultado de ello hicieron una reclamación a la compañía de 

seguros…”85. De la alegación antes expuesta no se puede inferir que 

la comunicación cursada se hiciera con el propósito de difamar a la 

apelante o como un acto de persecución maliciosa. En efecto, la 

alegación sencillamente expone que la comunicación cursada 

informaba que “un pasado miembro de la Junta de Directores” hizo 

“movimientos altamente cuestionables” y por ello se hizo una 

reclamación a la aseguradora. Tampoco puede inferirse que 

expresar que se realizaron “movimientos altamente cuestionables” 

constituya una expresión de naturaleza difamatoria o de 

persecución maliciosa. Conforme concluyó el foro primario, aun 

tomando dicha alegación bien hecha como cierta e interpretándola 

a favor de la apelante, esta no tiene una reclamación plausible por 

el hecho de que se cursara una comunicación que informaba sobre 

unos movimientos cuestionables por un pasado miembro de la 

Junta y que, como consecuencia de ello, la Junta incumbente 

presentó una reclamación a la aseguradora. De igual modo, la 

apelante alegó que, como parte de la reclamación a la aseguradora, 

“la co-demandada Elsis Rivera Ortiz, proveyó información 

 
85 Véase, alegación 29 de la Demanda Enmendada. Énfasis nuestro. 
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incompleta y falsa con la intención de que CHUBB adjudicara a favor 

la reclamación presentada”86. Aun interpretando dicha alegación 

bajo el estándar que nos exige la Regla 10.2(5), supra, la apelante 

no tiene una reclamación que le justifique la concesión de un 

remedio bajo este supuesto, pues carece de legitimación activa para 

instar una causa de acción respecto a la reclamación de la 

aseguradora.  

De igual forma, las alegaciones de la apelante respecto a la 

presentación de la denuncia ante la Policía de Puerto Rico y la 

investigación del CIC, tampoco presentan una reclamación plausible 

de difamación y persecución maliciosa. Veamos por qué. 

A modo de resumen, Trilla Sherwood alegó que, posterior al 

pago efectuado por CHUBB en virtud de la reclamación presentada 

por la Junta de Directores, la apelante “fue citada al CIC para el 7 

de septiembre de 2023 a las 3:30 de la tarde”87. Que “[e]l día de la 

cita, … fue informada que el Consejo de Titulares Alturas del 

Bosque, a través del co-demandado Sr. Luis Percy Figueroa, 

presentó denuncia en su contra por haberse apropiado ilegalmente 

de fondos pertenecientes al Consejo de Titulares”88. También alegó 

que, “[e]l 21 de septiembre de 2023, el Lcdo. Roselló Rivera, se 

reunió con el Agente Couvertier a los fines de hacerle entrega de la 

prueba que demostraba que la demandante no cometió delito 

alguno, si no (sic) que era víctima de persecución maliciosa…”89, que 

“luego de llevar a cabo la investigación, se demostró que la denuncia 

era infundada e improcedente reflejando esto el patrón de 

persecución maliciosa en contra de la demandante”90 y que, el “CIC 

de San Juan, procedió a cerrar su investigación por entender que 

 
86 Íd., alegación núm. 30 de la demanda.  
87 Íd., alegación núm. 36 de la demanda.  
88 Íd., alegación número 38 de la demanda.  
89 Íd., alegación número 39 de la demanda.  
90 Íd., alegación número 40 de la demanda.  
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no se había cometido delito alguno”91. Las alegaciones antes 

mencionadas son conclusorias, por lo que estas no podían darse por 

admitidas sin presentar prueba que la apoye. En vista de lo anterior, 

el foro apelado, actuó correctamente al analizar las alegaciones de 

la demanda y concluir que la demanda no establecía una 

reclamación plausible que justificara que Trilla Sherwood tenía 

derecho a un remedio en su reclamación de persecución maliciosa 

por el hecho de que se presentó una denuncia en su contra la cual 

no prosperó. Cónsono con lo anterior, al TPI determinar que no se 

cumplía con el estándar de plausibilidad, el tribunal correctamente 

desestimó la demanda.92 

De igual modo, al evaluar las alegaciones número 42 y 43 de 

la demanda, estas tampoco son suficientes para exponer una 

reclamación que justifique la concesión de los remedios solicitados 

por la apelante. A grandes rasgos, la alegación 42 expresa que, el 18 

de noviembre de 2023, se celebró una asamblea extraordinaria del 

Consejo de Titulares, que parte de los temas discutidos fue la 

recuperación de los fondos alegadamente apropiados de forma ilegal 

por Trilla Sherwood y que “se expuso que … Chubb, determinó que 

se había cometido fraude, razón por la cual la aseguradora CHUBB 

procedió a emitir el pago bajo la póliza de fraude y deshonestidad”. 

La alegación 43 expone que “[c]omo parte de la Asamblea, se circuló 

a los titulares del Condominio y los presentes en la Asamblea, un 

informe preparado por el co-demandado Luis Percy Figueroa en el 

cual este expresa el supuesto fraude cometido por la demandante”93. 

Dichas alegaciones aun interpretándose de forma favorable a la 

apelante no podían darse por admitidas sin prueba que la apoyara. 

Por tanto, el TPI actuó correctamente al determinar que las 

 
91 Íd., alegación número 41 de la demanda. 
92 Véase, Hernández Colón, op. cit., a la pág. 307. 
93 Véase, Alegación 43 de la demanda enmendada.  
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alegaciones expuestas en la demanda no se sostenían en derecho.  

De igual modo, aun tomando como ciertas las alegaciones en contra 

del Consejo de Titulares, CHUBB, el señor Corujo, FYC Claim, 

Márquez Ayala, la apelante no tiene una reclamación plausible en 

contra de estos. Por tanto, no se cometieron los errores señalados. 

Consecuentemente, al desestimarse las reclamaciones 

instadas por la apelante, el TPI actuó correctamente al desestimar 

la causa de acción de daños punitivos.  

Sentencia Parcial del 21 de mayo de 2025 

  En la demanda enmendada, la apelante arguyó que las 

codemandadas Suazo Management y Suazo Quiñones se 

convirtieron en cómplices de las actuaciones del Consejo de 

Titulares y la Junta de Directores porque estas “tenían conocimiento 

de lo que la Junta de Directores y el Consejo de Titulares les estaba 

provocando a la Sra. Trilla sin oponerse.” Alegó que dichas co-

demandadas “tenían en su poder documentos e información 

acreditativa de los reembolsos que se le hicieron a la demandante 

de los gastos incurridos a favor del Consejo de Titulares del 

Condominio…, por la cual se le acusó falsa y maliciosamente a la 

demandante”94. Conforme expuesto por dichas co-demandadas en 

su solicitud de desestimación, ante el hecho de que el TPI determinó 

en la sentencia parcial del 27 de marzo de 2025, que la apelante no 

tenía causa de acción contra los demandados, consecuentemente 

las causas de acción alegadas contra Suazo Management y Suazo 

Quiñones, aun interpretándolas a favor de la apelante, eran también 

improcedentes. Por consiguiente, tampoco se cometieron los errores 

señalados en el recurso TA2025AP00035. 

Sentencia Final  

 
94 Véase, Demanda Enmendada, cuarta causa de acción, acápite 2, 4 y 5. 
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 En cuanto a la sentencia final que desestimó la causa de 

acción en contra del Piñeiro Alemán, el TPI actuó correctamente al 

desestimarla, pues de las alegaciones expuestas, no surge una 

reclamación plausible de Trilla Sherwood en contra de dicho 

codemandado. Ninguna de las alegaciones expuestas establece 

actuación u omisión incurrida específicamente por el señor Piñeiro 

Alemán que configure los elementos de la causa de acción de 

difamación, persecución maliciosa, negligencia y daños invocada 

por la apelante. Por consiguiente, tampoco se cometieron los errores 

señalados en el recurso TA2025AP00122. 

 En virtud de lo antes expuesto, procede confirmar los 

dictámenes apelados.  

IV. Parte Dispositiva 

 Luego de un análisis sosegado del legajo apelativo ante 

nuestra consideración, resolvemos que no se configuraron las 

causas de acción por daños y perjuicios, difamación y persecución 

maliciosa instadas contra todos los apelados, así como tampoco 

procede la imposición de daños punitivos. Por lo tanto, al interpretar 

las alegaciones de la Demanda Enmendada de la manera más 

favorable hacia la apelante, colegimos que no contienen una 

reclamación que justifiquen la concesión de un remedio. 

 Por los fundamentos antes expuestos, confirmamos los 

pronunciamientos judiciales apelados. 

 Notifíquese.  

 Lo acordó y lo manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria 

del Tribunal de Apelaciones. 

 
 

 
                                            Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

                                     Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 


